TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL- FAMILIA

Magistrada Ponente:  Claudia María Arcila Ríos
Pereira, dos de diciembre de dos mil nueve  

Acta No. 632 del 2 de diciembre de 2009 

       
Expediente 66682-31-03-001-1997-11858-02

Decide la Sala el recurso de apelación interpuesto por la señora Victoria Eugenia Mejía Puerta contra el auto proferido por el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, en el proceso ejecutivo promovido por Carlos Arturo Henao contra José Roberto Restrepo Arango. 

ANTECEDENTES
En el referido proceso, el 29 de enero de este año, el señor Corregidor Municipal de Santa Bárbara, Santa Rosa de Cabal, comisionado para el efecto, dio inicio a la diligencia de secuestro de un inmueble denominado El Prado, ubicado en la vereda San Juan del citado municipio, acto al que se opuso la señora Victoria Eugenia Mejía Puerta alegando ser su poseedora material.

El citado funcionario admitió la oposición y ante las solicitudes del apoderado que representa al demandante, ordenó remitir las diligencias al juzgado que conoce del proceso  “para que decida sobre la oposición y solicite las pruebas conforme a la ley”. 

Mediante proveído del 9 de febrero que pasó, ordenó la señora juez de primera instancia agregar el exhorto al proceso y concedió a la opositora y a quien solicitó el secuestro, el término de cinco días para que solicitaran pruebas, oportunidad que solo aprovechó la primera.

Decretadas y practicadas, por auto del 22 de mayo último decidió declarar que la citada señora no tenía la posesión material del predio al realizarse la diligencia de secuestro; ordenó hacer entrega del mismo al secuestre y la condenó a pagar las costas y perjuicios causados.

Inconforme con esa decisión, la incidentista la apeló. Solicita se revoque y en consecuencia, se ordene levantar la medida de secuestro, porque considera que de conformidad con las pruebas que aportó, demostró ser la poseedora del inmueble desde al año 1993.

CONSIDERACIONES

De conformidad con el parágrafo 2º del artículo 686 del Código de Procedimiento Civil, podrá oponerse a la diligencia de secuestro, la persona que alegue posesión material sobre el bien objeto de la medida, evento en el cual deberá acreditar esa posesión.

El artículo 762 del Código Civil define esa figura como la tenencia de una cosa determinada con ánimo de señor y dueño, sea que el dueño o el que se da por tal, tenga la cosa por si mismo, o por otra persona que la tenga en lugar y a nombre de él.

Del contenido de tal disposición se desprende que son elementos esenciales de la posesión el corpus y el animus. El primero ha sido considerado el elemento material y que se traduce en el poder de hecho del hombre sobre la cosa. El segundo es elemento subjetivo, el comportarse como señor y dueño.

Considera necesario este Tribunal resaltar como aspectos de suma importancia al momento de adoptar la respectiva decisión, los siguientes acontecimientos ocurridos en el trámite del proceso y concretamente en relación con las medidas de embargo y secuestro del bien perseguido en este asunto, de acuerdo con las siguientes piezas procesales, la mayoría de las cuales obran en el cuaderno de copias del cuaderno de medidas cautelares.

.- Mediante oficio No. 216 del 8 de abril de 1996, el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, comunicó al Registrador de instrumentos Públicos el embargo decretado en este proceso sobre el inmueble identificado con matrícula inmobiliaria No. 296-0002258, denunciado bajo la gravedad de juramento como de propiedad del demandado José Roberto Restrepo Arango, medida que aparece inscrita en el respectivo certificado de tradición. (folios 1 a 4).

.- Por auto del 18 de abril del mismo año, se decretó el secuestro del referido inmueble; la diligencia respectiva se perfeccionó el 4 de junio de 2006, por medio del Juzgado Primero Civil Municipal de Santa Rosa de Cabal, comisionado para el efecto, acto en el que se identificó el predio como una finca ubicada en la vereda San Juan, denominada El Prado y se señalaron sus linderos. El Juzgado fue atendido por el señor Israel Mena, quien se identificó como su administrador, por cuenta del demandado.  (folios 5 a 8).

.- El secuestre rindió varios informes, en los que  indicó que no ha tenido ninguna producción. En el de fecha 24 de julio 1996, expresó: “…hablé con el demandado José Roberto Restrepo quien según me dijo, pasa allá la mayor parte del tiempo… Me dijo que él sostendría los trabajadores que se necesitaran para que la finca por lo menos no decayera; que recogería los pocos granos de café que resultaran en este tiempo los que en forma alguna compensan los gastos y que luego me daría un informe detallado…”; en otro del 6 de noviembre del mismo año dijo que la finca continuaba en las mismas condiciones, que el demandado se comprometió a rendirle informes y no lo ha hecho; en el del 11 de agosto de 1998, que el predio seguía igual; que allí residía el demandado, “quien se encarga de la administración como es el pago de trabajadores, compra de fungicidas y abonos etc.”; el 22 de octubre de 1999 informó que la finca secuestrada se encuentra en buen estado “pues en ella reside y administra el demandado quien se preocupa por su conservación y mantenimiento. Por tanto es el demandado quien recolecta y mercadea sus productos lo mismo que paga los gastos de administración…” En el último informe que obra en el plenario, de fecha 14 de junio de 2002, indicó que el inmueble secuestrado hace parte de una finca de propiedad del demandado; el lote objeto de la medida quedó a su cargo, con el visto bueno del demandante, porque se hacía difícil su administración separada; posteriormente el demandado se ausentó y quedó como administradora su cuñada. (folios 9 a 13).

.- Mediante proveído del 20 de octubre  de 2005 se dejó sin efecto la diligencia de secuestro practicada el 4 de junio de 1996, atendiendo solicitud elevada por el apoderado de la parte demandante que consideró que ese acto adolece de vicios respecto a su identificación, porque no concuerda con la carta catastral y la escritura pública por medio del cual el demandado adquirió el inmueble. En consecuencia, se ordenó practicarla nuevamente. (folios 27 y 28, cuaderno de copias del cuaderno principal).

.- La diligencia respectiva intentó realizarla el Juzgado Segundo Civil Municipal de Santa Rosa de Cabal el 26 de enero de 2006, pero no pudo perfeccionarse porque en el acto fueron atendidos por la señora Victoria Eugenia Mejía, quien manifestó que compró el inmueble, denominado “El Teruel”, al señor José Roberto Restrepo  Arango por escritura pública No. 1773 del 19 de agosto de 1998, otorgada en la Notaría de Santa Rosa de Cabal y aportó el certificado de tradición correspondiente al inmueble con matrícula inmobiliaria No. 296-9499. Decidió entonces el funcionario comisionado suspender la diligencia mientras se aclara la ubicación del lote respectivo. (folios 18 a 20).

.- El 29 de enero de este año se practicó la diligencia respectiva, a cuya práctica se opuso la señora Victoria Eugenia Mejía alegando ser la poseedora material y con motivo de tal oposición se adelantó el incidente que por medio de esta providencia se resuelve. (Folios 29 y 30).

En ese acto, aunque el funcionario comisionado para realizar la diligencia inicialmente admitió la oposición, más adelante resolvió, sin fundamento legal, remitir el exhorto al comitente para que fuera él quien la decidiera, desconociendo el artículo 686 del Código de Procedimiento Civil que consagra las formalidades propias de la oposición y concretamente en relación con la decisión que debe adoptarse cuando se insiste en el secuestro o se interpone reposición contra el auto que la admite, que no es otra que practicar la medida dejando al opositor en calidad de secuestre mientras se cumple el trámite previsto por la misma norma, el que efectivamente se adelantó por la funcionaria de primera instancia y que terminó con la providencia recurrida.

A pesar de lo anterior, como esa errónea actuación no configura nulidad, se resolverá el recurso interpuesto.

En el trámite del incidente, de manera oficiosa, se escuchó en declaración a la opositora, quien dijo que desde 1993 es propietaria de la finca “El Teruel”,  conformada por dos lotes, uno del mismo nombre y otro llamado “El Prado”, separados por una pequeña franja de propiedad de Ernesto Piedrahita. Explicó que dividió la finca en cuatro lotes, el conocido como “lote 1” lo conforman “El Prado” y parte de “El Teruel”; que los documentos se hicieron a nombre de Roberto Restrepo porque para entonces “estaba terminado un problema con una propiedad en Pereira y no quería que mi finca se afectara (sic) por eso no figuré como propietaria de la finca desde un principio pero si la administré todo el tiempo y la sigo administrando”; más adelante expresó “…realmente la compré en julio de 1993 pero aparezco en la escritura Cuando (sic)  ROBERTO me la devolvió en agosto de 1998 a través de otra escritura y por eso no me pudo devolver los dos predios…” Insistió en ser poseedora del inmueble desde 1993 y sostuvo que la deuda por la que se ejecuta al demandado fue cancelada por el seguro del vehículo con el que se causaron los daños y por eso considera un error que se insista en el cobro.

También se escucharon las declaraciones de los señores Gustavo Muñoz Pareja, Germán de Jesús Bedoya Granada, Otoniel Grisales Diaz, Gladis Herrera Ospina, José Ubal Marín Jaramillo y Boris Adolfo Tamayo Álvarez.

Gustavo Muñoz Pareja dijo que labora al servicio de la señora Victoria en la finca conocida como “lote uno” desde  1996, en la que sembró café y un jardín, la ha limpiado, abonado y recogido el café y es la encargada de pagar los trabajadores.

Gladis Herrera Ospina conoció a Victoria Mejía en 1995 porque por esa época fue nombrada jefe seccional por el Comité de Cafeteros de Santa Rosa de Cabal y en esas condiciones brindó capacitación en la finca Teruel; en 1997 la trasladaron para Pereira y volvió a encontrarla en el año 2007, época desde la cual es su asesora en un cultivo de flores y follajes liderado por el Ministerio de Agricultura. Indicó que la ha conocido como propietaria del inmueble y en esa calidad ha manejado cultivos de café y ahora de follajes; ha asumido los gastos de mantenimiento, ha contratado mano de obra y recibido incentivos del Ministerio de Agricultura, todo lo cual ha percibido de manera directa porque con motivo de la asistencia técnica que le ha prestado, visita la finca a la que se refiere y que describe como un lote de 8500 metros  que consta de dos laderas, sembrado inicialmente con café, el que se zoqueó y sembró en follajes.

José Ubal Marín Jaramillo relató que conoce a Victoria Mejía como propietaria del inmueble desde 1993 cuando lo compró; que la finca está cultivada con café, plátano, lulo, jardín, tiene casa de habitación y cuarteles para trabajadores; que “la finca es englobada” y que visita con frecuencia el lugar porque junto con la incidentista son líderes en la comunidad.

Boris Adolfo Tamayo Álvarez conoce a la señora Victoria Mejía como propietaria de una finca que adquirió en 1993, que a partir de ese misma día empezaron a hacerle aseo y posteriormente, dos años después, arreglaron los cultivos de café, sembraron plátano, hojas para floristería, se construyeron estanques para peces y que a la citada señora la conoce como la tenedora legal y la propietaria de toda al finca, sin que supiera que está separada por lotes.

De esas afirmaciones pudiera inferirse en principio que para la fecha en que se practicó el secuestro era la señora Victoria Eugenia Mejía la poseedora material del predio perseguido en este asunto, sobre el que ejercía actos de aquellos a que solo da derecho el dominio, concretamente al encargarse de su explotación, contratar personas para lograr ese fin, realizar algunas obras en el inmueble y decidir la clase de cultivos que en la finca se sembrarían y como propietaria ha sido conocida por todos ellos.

Los demás testimonios oídos no dan cuenta de tal posesión, pues Germán de Jesús Bedoya Granado expresó que por los años 1993 a 1994 y en 1995, trabajó en la finca de propiedad de la señora Victoria haciendo trabajos de construcción, pero que desde 1996 no ha regresado al lugar, y Otoniel Grisales Díaz contó que entre los años 1993 y 1994 estuvo coadministrando la finca de propiedad de la señora Victoria, pero sólo lo hizo hasta mediados de 1994.

A pesar de que como se indicara,  las manifestaciones de varios de los deponentes dan cuenta de la posesión ejercida por la opositora para la fecha en que se practicó el secuestro, la Sala no puede pasar por alto lo acontecido a lo largo del proceso en relación con las medidas de embargo y secuestro, porque con motivo de la irregularidad procesal en que incurrió el juzgado al declarar sin efecto el secuestro practicado, se abrió el camino para formular una tardía oposición. 

Lo primero que es del caso resaltar es que el proceso está integrado por un conjunto de actos reglados hasta finalizar con la sentencia, en la que se materializa el derecho sustantivo y aunque en procesos como este, su finalización se produce con el pago efectivo, la regla no sufre excepción y en consecuencia, sobre la firmeza de un determinado acto procesal se funda el siguiente y así sucesivamente hasta su terminación.

A reglas como esas deben rendir tributo tanto las partes como el juez; las decisiones que éste adopta en el curso del proceso producen efectos vinculantes y por ende, solo pueden cesar en los casos en que la misma ley lo permite, concretamente mediante el empleo oportuno de los medios de impugnación o del incidente de nulidad previstos en el ordenamiento jurídico. Aquellas frente a las cuales no se interpone ningún recurso y que por tanto adquieren fuerza ejecutoria, no pueden ser desconocidas por el funcionario judicial, ni siquiera con el argumento de considerarlas erróneas.

Revocar de manera oficiosa providencias en firme o dejar sin efecto actuaciones procesales perfeccionadas, sin autorización legal, atenta contra principios como los de la preclusión y la seguridad jurídica; constituye una extralimitación de funciones e impide que se garanticen otros derechos como el de defensa, de contradicción y sobre todo el del debido proceso.

Sobre  el tema ha dicho la Corte Constitucional:

“…A partir de la interpretación del artículo 309 del Código de Procedimiento Civil, la jurisprudencia de esta corporación ha precisado que la revocatoria de los autos interlocutorios ejecutoriados, de oficio o a petición de parte, no está prevista en el ordenamiento jurídico como formula procesal válida para que los jueces procedan a reformar lo decidido en estas providencias, ni siquiera en el término de ejecutoria de las mismas, lo cual no obra en perjuicio de las modificaciones que sean el resultado del trámite del ejercicio de los diferentes medios de impugnación. Al respecto ha dicho que la facultad prevista en la norma mencionada, modificada por el artículo 1º, numeral 139 del Decreto 2282 de 1989, solo permite la aclaración de oficio de los autos en el término de ejecutoria, lo cual no lleva aparejado en modo alguno la posibilidad de reformarlos en su contenido material básico. 

“...

“Descendiendo al asunto sometido a examen se tiene que el despliegue de funciones o actuaciones por el juez que no tenga respaldo en el ordenamiento positivo constituye una extralimitación de las funciones a él asignadas. En estas condiciones, si la revocatoria de autos interlocutorios no ha sido prevista en la ley procesal, el juez que la ordene por fuera del trámite de alguno de los medios de impugnación o nulidad, incurre sin lugar a dudas en una vía de hecho que puede dar lugar a la vulneración de derechos fundamentales. Ello no obsta, como es lógico, para que con fundamento en norma expresa los jueces procedan a la revocatoria de ciertos actos de naturaleza interlocutoria, tal como sucede cuando se prevén supuestos en los que procede el levantamiento de las medidas cautelares que se adoptan en los procesos civiles (CPC, arts. 346 y 519) y la sustitución o revocatoria de la medida de aseguramiento (CPP, art. 318), en los que es la propia ley la que determina las condiciones que deben cumplirse para que el juez se aparte de lo decidido anteriormente. …”
 
En el asunto bajo estudio, como ya se dejara relatado, aconteció que perfeccionado el secuestro del inmueble perseguido en este asunto, el que además ya estaba embargado, decidió el juzgado, con desmedro de las normas procesales a las que debe sujetarse, nueve años después, dejar sin efecto la diligencia respectiva con el argumento de no hallarse plenamente identificado el bien. 

Esa actuación comprometió de manera seria la garantía constitucional del debido proceso, toda vez que con total desconocimiento de las causales de nulidad previstas por el legislador, declaró sin efecto aquel acto y no obstante el argumento que sirvió de sustento a la decisión fue el de no hallarse plenamente identificado el inmueble, la cabida, dirección, linderos, nombre y número de matrícula inmobiliaria, relacionados en la última diligencia realizada, coinciden con los que se consignaron en la primera, en  el escrito que contiene la solicitud de medida y en  lo que consigna el respectivo certificado de tradición.

Además desconoció el principio de la seguridad jurídica, porque permitió que se modificaran situaciones procesales consolidadas, porque tal como se infiere de las copias que obran en el expediente, el inmueble perseguido estaba siendo objeto de avalúo para posterior remate y en la forma como procedió el juzgado se abrió el camino para que una tercera persona formulara oposición a un secuestro que sin controversia alguna se encontraba afectado con tal medida desde hacía nueve años, lo que constituye una afrenta al principio de preclusión de las etapas procesales.

Esas circunstancias, como ya se anunciara, han de tenerse en  cuenta al momento de adoptar la decisión que corresponda para prevenir actos que atenten contra la dignidad de la justicia, la lealtad, probidad y buena fe que deben observarse en el proceso.

También las manifestaciones que consignó la tercera opositora en el interrogatorio que absolvió en el curso del incidente, de las que pueden inferirse varios indicios en su contra: 

.- En ese acto dijo ser  poseedora del predio desde 1993. Empero, a pesar de que estuvo secuestrado desde 1996, no se opuso a la medida, ni formuló incidente para obtener que se levantara.

.- Esa oposición vino a formularla como consecuencia de una decisión adoptada por el juzgado que con total desconocimiento de las normas procesales y de los principios de eventualidad y seguridad jurídica, dejó sin efecto la diligencia de secuestro practicada en 1996 y ese error no puede favorecerla para lesionar los derechos del acreedor.

.- Las manifestaciones de la citada señora no se observan sinceras en relación con la posesión que alega desde la fecha indicada, porque no se le encontró en el inmueble el día en que se practicó el secuestro en aquella primera oportunidad y la persona que para entonces atendió al despacho se identificó como administrador del inmueble por cuenta del demandado, el propietario inscrito.

.- Tampoco coinciden con los informes que rindió el inicial secuestre del bien, quien no la menciona en ninguno de ellos y siempre se refirió al demandado como el ocupante del predio.

.- Y más duda ofrecen cuando permitió que el juzgado comisionado para practicar el segundo secuestro se abstuviera de realizarlo, al no poder localizar el respectivo inmueble. En esa oportunidad, el 16 de enero de 2006, ella misma los atendió y dijo desconocer el predio sobre el cual recaería la medida.

.- La señora Victoria Mejía pretende sacar provecho de sus, según ella, simulados actos, pues expresó que es además titular del derecho de dominio del inmueble secuestrado, sin que hubiese podido aparecer con tal calidad en la escritura pública respectiva, porque tenía problemas con otra propiedad y con el fin de evitar que la que adquiría resultara perjudicada.

.- También, de una conducta reprochable civilmente, al querer justificar su posesión, fundamentada en la propiedad, en una ilícita enajenación, pues según lo aduce, porque tampoco lo demostró, el aquí demandado “le devolvió” el inmueble en el año 1998 por escritura pública y para entonces se encontraba embargado.

.- Y del desconocimiento de las decisiones judiciales, porque aunque en el proceso existe sentencia en firme, en la que se desestimaron las excepciones de fondo propuestas por el demandado, considera que el demandante y su abogado incurrieron en error al cobrar las sumas por las que se ejecuta al citado señor, por los daños causados con un vehículo de su propiedad, en  accidente de tránsito, las que fueron canceladas por la compañía de seguro. 

El artículo 249 del Código de Procedimiento Civil autoriza deducir indicios de la conducta procesal de las partes,  técnica probatoria a la que acude la Sala en este caso concreto porque el recuento fáctico atrás plasmado constituye en este caso una importante fuente de conocimiento de la verdad, en razón a que la incidentante reveló con su inicial actitud pasiva frente a la diligencia de secuestro realizada en 1996 que no era para entonces su poseedora material, de lo que quiere convencer a la justicia con fundamento en acto jurídico que ella misma dice fue fingido y que pretendió perfeccionar con una enajenación cuyo objeto era ilícito, por recaer sobre inmueble embargado, sin que sus manifestaciones en general se perciban sinceras.

Esas circunstancias restan credibilidad a las manifestaciones que hicieron los señores Gustavo Muñoz Pareja, Gladis Herrera Ospina, José Ubal Marín Jaramillo y Boris Adolfo Tamayo Álvarez al señalarla como poseedora material del inmueble objeto del incidente desde aproximadamente 1993 y con la misma calidad para la fecha en que por una desacertada decisión judicial que dejó sin efecto la respectiva diligencia, nuevamente se perfeccionó.

Que la señora Victoria Eugenia Mejía hubiese recibido apoyo permanente de la Unidad Municipal de Asistencia Técnica Agropecuaria de Santa Rosa de Cabal UMATA, desde el año 1993, en los predios El Teruel y El Prado, ubicados en la vereda San Juan Bajo, como lo acredita el certificado expedido por esa entidad
, de fecha 14 de febrero de 2009, es hecho de naturaleza equívoca, que por sí no demuestra lo que era menester en este asunto.

Los demás documentos aportados por la tercera incidentante no resultan idóneos para demostrar la posesión alegada. Aquellos relativos a la venta de café, no mencionan el inmueble que lo produjo; tampoco los relativos al pago de jornales, las actas de visita realizadas por el Comité de Cafeteros, ni las facturas sobre pago de comisiones
.

Las cuentas de cobró que dirigió al Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural no pueden ser apreciadas porque las suscribe la misma señora y ella no puede edificarse la prueba.

Las declaraciones que rindieron de manera extraprocesal los señores Germán de Jesús Bedoya Granada y Otoniel Grisalez Diaz carecen de valor demostrativo porque no se acreditó que la respectiva petición se hubiese ajustado a los requisitos del artículo 299 del Código de Procedimiento Civil, evento en el cual sólo tendrían el valor de prueba sumaria.

Las fotografías allegadas carecen de autenticidad y las facturas sobre pago de impuesto predial, por sí, no demuestran quien canceló el respectivo impuesto.

En conclusión, los dichos de las deponentes que en este proceso dieron declaración en relación con la posesión alegada, pierden mérito demostrativo frente a los indicios que se deducen en contra de la opositora y que atrás se relacionaron y como el análisis en conjunto de las pruebas recogidas no permite inferir con seguridad que sea ella la poseedora material del inmueble perseguido en este proceso, se confirmará el auto recurrido, sin que en consecuencia, se compartan los argumentos que planteó al sustentar el recurso y que le permiten llegar a conclusión diferente.

No hay lugar a condenar en costas en esta instancia. (Artículo  392 numeral 5 del Código de Procedimiento Civil) 

En mérito de lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, 

R E S U E L V E   :

CONFIRMAR el auto de fecha 22 de mayo de 2009,                             proferido por el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, en el incidente que surgió con motivo de la oposición a la diligencia de secuestro que promovió la señora Victoria Eugenia Mejía Puerta, dentro del proceso ejecutivo singular que le promueve  el señor Carlos Arturo Henao al señor José Roberto Restrepo Arango.

Sin costas.

Notifíquese,

Los Magistrados,

CLAUDIA MARIA ARCÍLA RÍOS

GONZALO FLÓREZ MORENO      

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO
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� Folio 103, cuaderno de copias de pruebas de la incidentista
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